
   

 

   

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
                            AUTO INTERLOCUTORIO No. 848 

                                                                              
 
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00131-00 
DEMANDANTE: JOSE BERNARDO CEBALLOS GONZALEZ 
DEMANDADO:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
REF. INADMITE 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 de 
marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país atendiendo 
a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada COVID-19, 
catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una pandemia, decisión 
que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio de 2020 
y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama Judicial, cuyo 
protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 de julio de 2020, 
además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el cual se previó en dos 
fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando con recursos existentes en 
la Rama Judicial siguiendo los parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión 
externa con apoyo de personal experto. 

 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el despacho 
entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a fin de utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los 
procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo dispone el Decreto Legislativo 806 
de 2020, a pesar de no contar con las herramientas tecnológicas idóneas para su 
efectiva realización, cuestión que ha retrasado el cumplimiento de las actividades 
procesales por parte del despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se 
iniciado la ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes. 

 
Hecha la anterior precisión, procede el despacho a revisar el asunto que nos convoca. 

 
I. ASUNTO 

 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011 y 6 del 
Decreto 806 del 4 de junio de 2020, corresponde al Despacho decidir sobre la admisión 
de la demanda en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 
DEL DERECHO, dirigida a que se declare la nulidad parcial del Oficio No. E-00003-
2016004572, ID 188962 del 22 de noviembre de 2016, mediante el cual la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, negó al demandante el reajuste salarial con 
fundamento a los incrementos salariales señalados para el salario mínimo legal aplicado 
a la generalidad de los trabajadores en Colombia. 
 
De la revisión de la demanda se observa:  
 

 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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1. Jurisdicción2: Esta jurisdicción es competente para conocer del asunto, como 
quiera que el litigio se encuentra originado en un acto administrativo expedido por 
una entidad pública, relativo a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, administrado por una 
persona de derecho público. 

  
2. Competencia3: Igualmente, se considera que este juzgado es competente por el 

factor objetivo de la cuantía, dado que se trata de un asunto de carácter laboral, en 
la cual se controvierte un acto administrativo cuya cuantía fue estimada en la suma 
de TREINTA Y UN MILLONES OCHENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS 
CINCUENTA Y CINCO PESOS ($31 ́085.255,oo), la cual no excede de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes4. Sin embargo no se allega 
constancia del último lugar de prestación de servicios, a fin de determinar la 
competencia territorial en el asunto, de conformidad con el numeral 3 del artículo 156 
del CPACA. 

 
3. Requisitos de procedibilidad5: Como el asunto versa sobre la legalidad de un 

derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son las pensiones, la 
controversia se suscita frente a un derecho imperativo y no frente a uno de carácter 
dispositivo, por lo que no le es exigible la conciliación como requisito previo para 
demandar. 

 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso obligatorio 
frente al acto demandado, conforme se desprende del acto administrativo 
demandado no procede recurso alguno, en consecuencia, no es exigible este 
requisito en el presente asunto. 

 
4. Caducidad6: En consideración a que el conflicto se origina en un acto administrativo 

de carácter laboral, por medio del cual se reconocen prestaciones periódicas, la 
demanda puede ser presentada en cualquier tiempo. 

 
5. Requisitos de la demanda7:  

 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus representantes. 

• Los actos administrativos demandados fueron individualizados. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que fundamentan la 
demanda (determinados, clasificados y numerados). 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se anexaron los documentos relacionados como pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones. 

• La demanda NO indica el canal digital donde debe ser notificada la entidad 
demandada. (Art. 6 Decreto 806 de 2020) 

• NO se acredita el envío simultáneo por medio electrónico de la copia de la 
demanda y de sus anexos a los demandados. (Art. 6 Decreto 806 de 2020) 

• En el poder NO se indica expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. (Art. 5 Decreto 806 de 2020 

 
6. Anexos: Se allegó con la demanda los anexos, mismos que corresponden a los 

enunciados y enumerados en la demanda, así como el poder para actuar, el cual 
faculta a la apoderada, siendo concordante su objeto con la demanda.  

 

 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Num. 6, Art. 155 y Num. 6, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
4 $43.890.150 
5 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
6 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
7 Art. 162 conocordantes con  los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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Así las cosas, de conformidad con lo previsto en los artículos 170 del CPACA, se 
procederá a inadmitir la demanda advirtiendo que el demandante deberá: 
 
1. Indicar el canal digital determinado por la entidad demandada para recibir las 
notificaciones judiciales. 
 
2. Acreditar el envío por medio electrónico de la copia de la demanda y de sus anexos a 
la entidad demandada. 
 
3. Indicar expresamente en el poder, la dirección de correo electrónico de la apoderada 
la cual deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
4. Allegar la constancia del último lugar de prestación de servicios, a fin de determinar la 
competencia territorial en el asunto, de conformidad con el numeral 3 del artículo 156 del 
CPACA. 
 
En consecuencia, se DISPONE:  
 
1. INADMITIR la presente demanda instaurada por el señor JOSE BERNARDO 
CEBALLOS GONZALEZ contra de LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA 
POLICIA NACIONAL, a fin de que se subsanen los defectos de que adolece la misma. 
Se le concede para ello el término de diez (10) días so pena de rechazar la demanda 
(art. 170 CPACA). 
 
2. RECONOCER personería jurídica para actuar, a la doctora MARIA ANGELICA 
HERNANDEZ CEBALLES, identificada con C.C. Nro. 1.130.676.905, y T.P. 203.334 del 
C.S.J.  
 
3.  DEBERÁ la parte actora aportar la corrección de manera electrónica conforme lo 
establece el Decreto 806 de 2020, dentro del término concedido la cual será anexada al 
expediente digital. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 

 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez  

 
 
 

 



   

 

   

 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020) 

 
                            AUTO INTERLOCUTORIO No. 849 

                                                                              
 
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00132-00 
DEMANDANTE: LUIS ADRIANO ALVAREZ SOLARTE 
DEMANDADO:  CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
 
REF. INADMITE 
 
Previo al estudio del asunto de referencia, es necesario señalar que desde el 16 de 
marzo del 20201, fueron suspendidos los términos judiciales en todo el país atendiendo 
a la emergencia sanitaria ocasionada por la enfermedad denominada COVID-19, 
catalogada por la Organización Mundial de la Salud-OMS, como una pandemia, decisión 
que fue prorrogada hasta el mes de junio con algunas excepciones.  

 
Luego, mediante Acuerdo PCSJA20-11567 de 2020, el Consejo Superior de la 
Judicatura ordenó el levantamiento de términos judiciales a partir del 1º de julio de 2020 
y además dispuso la creación de un  Plan de Digitalización de la Rama Judicial, cuyo 
protocolo fue adoptado a través de la circular CSJC20-27 del 21 de julio de 2020, 
además se anunció el Plan de Digitalización de Expedientes el cual se previó en dos 
fases: la primera, de gestión interna que se viene realizando con recursos existentes en 
la Rama Judicial siguiendo los parámetros del protocolo y, la segunda, de gestión 
externa con apoyo de personal experto. 

 
De acuerdo con lo anterior, una vez reanudados los términos judiciales, el despacho 
entró a gestionar de manera interna la digitalización de expedientes a fin de utilizar las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones en la gestión y trámite de los 
procesos judiciales y asuntos en curso conforme lo dispone el Decreto Legislativo 806 
de 2020, a pesar de no contar con las herramientas tecnológicas idóneas para su 
efectiva realización, cuestión que ha retrasado el cumplimiento de las actividades 
procesales por parte del despacho, toda vez que hasta la fecha, en el despacho no se 
iniciado la ejecución de la segunda fase del  Plan de Digitalización de Expedientes. 

 
Hecha la anterior precisión, procede el despacho a revisar el asunto que nos convoca. 
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011 y 6 del 
Decreto 806 del 4 de junio de 2020, corresponde al Despacho decidir sobre la admisión 
de la demanda en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO 
DEL DERECHO, dirigida a que se declare la nulidad parcial del Oficio No. E-00003-
201720493, ID 265496 del 20 de septiembre de 2017, mediante el cual la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional, negó al demandante el reajuste salarial con 
fundamento a los incrementos salariales señalados para el salario mínimo legal aplicado 
a la generalidad de los trabajadores en Colombia. 
 
De la revisión de la demanda el despacho observa:  

 
1 ACUERDO PCSJA20-11517 15 de marzo de 2020 expedido por el Consejo Superior de la Judicatura.  
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1. Jurisdicción2: Esta jurisdicción es competente para conocer del asunto, como 
quiera que el litigio se encuentra originado en un acto administrativo expedido por 
una entidad pública, relativo a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, administrado por una 
persona de derecho público. 

  
2. Competencia3: Igualmente, se considera que este juzgado es competente por el 

factor objetivo de la cuantía, dado que se trata de un asunto de carácter laboral, en 
la cual se controvierte un acto administrativo cuya cuantía fue estimada en la suma 
de TREINTA Y UN MILLONES OCHENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS 
CINCUENTA Y CINCO PESOS ($31 ́085.255,oo), la cual no excede de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes4. Sin embargo no se allega 
constancia del último lugar de prestación de servicios, a fin de determinar la 
competencia territorial en el asunto, de conformidad con el numeral 3 del artículo 156 
del CPACA. 

 
3. Requisitos de procedibilidad5: Como el asunto versa sobre la legalidad de un 

derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como es el reajuste de la asignación 
de retiro que tiene el carácter de pensión, la controversia se suscita frente a un 
derecho imperativo y no frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es 
exigible la conciliación como requisito previo para demandar. 

 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso obligatorio 
frente al acto demandado, conforme se desprende del acto demandado no procede 
recurso alguno, en consecuencia, no es exigible este requisito en el presente asunto. 

 
4. Caducidad6: En consideración a que el conflicto se origina en un acto administrativo 

de carácter laboral, por medio del cual se reconocen prestaciones periódicas, la 
demanda puede ser presentada en cualquier tiempo. 

 
5. Requisitos de la demanda7:  

 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus representantes. 

• Los actos administrativos demandados fueron individualizados. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• Dado que se solicita el reajuste de la asignación de retiro, y de los documentos 
aportados con la demanda se observa que existió entre las partes un acuerdo 
conciliatorio aprobado por el Juzgado 13 Administrativo de Cali referente al 
reajuste de la asignación de retiro, los hechos de la demanda deben manifestar 
lo pertinente para dar claridad de lo reclamado en esta acción. 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se anexaron los documentos relacionados como pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones. 

• La demanda NO indica el canal digital donde debe ser notificada la entidad 
demandada. (Art. 6 Decreto 806 de 2020) 

• NO se acredita el envío simultáneo por medio electrónico de la copia de la 
demanda y de sus anexos a los demandados. (Art. 6 Decreto 806 de 2020) 

• En el poder NO se indica expresamente la dirección de correo electrónico del 
apoderado que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de 
Abogados. (Art. 5 Decreto 806 de 2020 

 
6. Anexos: Se allegó con la demanda los anexos, mismos que corresponden a los 

enunciados y enumerados en la demanda, así como el poder para actuar, el cual 
faculta a la apoderada, siendo concordante su objeto con la demanda.  

 
2 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
3 Num. 6, Art. 155 y Num. 6, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
4 $43.890.150 
5 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
6 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
7 Art. 162 concordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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Así las cosas, de conformidad con lo previsto en los artículos 170 del CPACA, se 
procederá a inadmitir la demanda advirtiendo que el demandante deberá: 
 
1. Indicar el canal digital determinado por la entidad demandada para recibir las 
notificaciones judiciales. 
 
2. Acreditar el envío por medio electrónico de la copia de la demanda y de sus anexos a 
la entidad demandada. 
 
3. Indicar expresamente en el poder, la dirección de correo electrónico de la apoderada 
la cual deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
 
4.  Allegar la constancia del último lugar de prestación de servicios, a fin de determinar 
la competencia territorial en el asunto, de conformidad con el numeral 3 del artículo 156 
del CPACA. 
 
5. Dado que se solicita el reajuste de la asignación de retiro, y de los documentos 
aportados con la demanda se observa que existió entre las partes un acuerdo 
conciliatorio aprobado por el Juzgado 13 Administrativo de Cali referente al reajuste de 
la asignación de retiro, los hechos de la demanda deben manifestar lo pertinente para 
dar claridad de lo reclamado en esta acción. 
 
En consecuencia, se DISPONE:  
 
1. INADMITIR la presente demanda instaurada por el señor LUIS ADRIANO ALVAREZ 
SOLARTE contra de LA CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICIA 
NACIONAL, a fin de que se subsanen los defectos de que adolece la misma. Se le 
concede para ello el término de diez (10) días so pena de rechazar la demanda (art. 170 
CPACA). 
 
2. RECONOCER personería jurídica para actuar, a la doctora MARIA ANGELICA 
HERNANDEZ CEBALLES, identificada con C.C. Nro. 1.130.676.905, y T.P. 203.334 del 
C.S.J.  
 
3. DEBERÁ la parte actora aportar la corrección de manera electrónica conforme lo 
establece el Decreto 806 de 2020, dentro del término concedido la cual será anexada al 
expediente digital. 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
 

 
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

Juez  
 
 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No.  

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00156-00  
DEMANDANTE: GLADYS GUARNIZO LOPEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y MUNICIPIO DE PALMIRA – 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, 
corresponde al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el día 30 
de septiembre del 2020, en ejercicio  del medio de control de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del acto ficto 
o presunto derivado del silencio administrativo negativo configurado con ocasión a la 
petición elevada ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Municipio de Palmira – Secretaría de Educación el día 4 de mayo de 2018, mediante la 
cual la demandante solicitó que su mesada pensional sea pagada y reajustada 
anualmente con base a los ordenamientos consignados en el numeral 5º del artículo 8º 
de la Ley 91 de 1989 y en el artículo 1º de la Ley 71 de 1988, respectivamente; y 
consecuencialmente, la devolución de los dineros superiores al 5% descontados por 
concepto de E.P.S. de su mesada pensional, incluidas las mesadas pensionales de 
junio y diciembre y que el ajuste anual de la pensión sea en la misma proporción en 
que se incrementa el salario mínimo legal mensual y no con base en al porcentaje del 
I.P.C., reportado por el DANE. 
 
Es de advertir que en la referida solicitud como pretensión subsidiaria se señaló que en 
el caso de que se considere que la actora se le debe aplicar el régimen establecido en 
la Ley 812 de 2013, se le reintegren debidamente indexados los descuentos a salud 
del 12% que se le han venido realizando a las mesadas adicionales de junio y 
diciembre. 
 
 

1. Jurisdicción1: Revisada la demanda se tiene que este despacho es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se encuentra 
originado en un acto administrativo expedido por una entidad pública, relativo a 
la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 
seguridad social de los mismos, administrado por una persona de derecho 
público.   
 

2. Competencia2: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, 
dado que se trata de un asunto de carácter laboral, que no proviene de un 
contrato de trabajo, en la cual se controvierte un acto administrativo cuya 

 
1 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
2 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
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cuantía fue estimada en quince millones quinientos mil ochocientos ocho pesos 
($15.500.808.oo), la cual no excede de cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes3 , y el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse 
los servicios por parte de la demandante corresponde al municipio de Palmira 
(V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad4: Como el asunto versa sobre la legalidad de un 
derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son los descuentos y 
reajuste a las pensiones, la controversia se suscita frente a un derecho 
imperativo y no frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es exigible 
la conciliación como requisito previo para demandar.  
 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que tratándose de 
un acto producto del silencio negativo de la administración, la demandante bien 
puede acudir directamente a demandar el acto presunto.   
 

4. Caducidad5: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda6:  
 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• El acto administrativo demandado fue individualizado. 

• Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se solicitaron pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones; sin embargo, se requerirá a la parte actora para que si la 
demandante cuenta con correo electrónico lo ponga en conocimiento del 
despacho.  

• El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente envió por 
medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados 
conforme a lo que se observa en la impresión del correo electrónico 
remitido a este despacho, de conformidad con el artículo 6 del Decreto 
806 de 2020. 
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 4 de mayo de 2018, 
dirigida a las entidades demandadas, que dio origen al acto administrativo ficto 
o presunto, como resultado del silencio negativo de la administración, visible a 
folios 52 a 55. Igualmente fue presentado con la demanda poder para actuar 
visible a folios 47 y 48, el cual faculta al apoderado, siendo concordante su 
objeto con la demanda. Por otra parte, el poder indica la dirección de correo 
electrónico del apoderado que coincide con la inscrita en el Registro Nacional 
de Abogados.  
 

Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales establecidos 
en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá imprimirle el trámite 
previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las respectivas órdenes 
según el artículo 171 ibídem. 
  

 
3 $43.890.150. 
4 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
5 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
6 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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En consecuencia, se DISPONE:  
 
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora GLADYS GUARNIZO LÓPEZ en 
contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES y EL MUNICIPIO DE PALMIRA – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho. 
 

2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 
del Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 

2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y al MUNICIPIO DE PALMIRA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
(Art.159 C.P.A.C.A), o a quienes éstas hayan delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 
 

            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este Juzgado  
 Administrativo, a quien se le deberá remitir el escrito de demanda y anexos.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la facultad de 
recibir notificaciones judiciales. 

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y al MUNICIPIO DE PALMIRA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, al 
MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO, por el término de 30 días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 
del C.P.A.C.A, plazo que comenzará a correr conforme se determina en el artículo 199 
ibídem modificado por el artículo 612 del C.G.P.  

 
3.1. ENVÍESE mensaje a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES, y al MUNICIPIO DE 
PALMIRA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, al Agente del Ministerio Público y 
a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado conforme lo dispone el 
artículo 199 CPACA modificado por el artículo 612 del C.G.P. 
 

La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 

enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 

conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

4. PREVÉNGASE a las entidades accionadas para que con la contestación de la 
demanda le den cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y allegue 
el expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del acto 
acusado. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los canales 
digitales habilitados por el demandante y el Despacho, teniendo en cuenta lo regulado 
por el Decreto 806 de 2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor mediante inserción en el estado, según lo 
dispone el artículo 201 de la Ley 1437 de 2011 y al correo electrónico que se registra 
en la demanda, en los términos del artículo 205 ibídem.  
 
6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fija gastos procesales por 
cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben adelantarse a 
través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales habilitados para 
efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
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7. REQUERIR a la parte actora con el fin de que suministre correo electrónico de 
notificaciones de la demandante.  
 
8. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado OSCAR GERARDO TORRES 
TRUJILLO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.629.201 de Bogotá D.C. y 
portador de la T.P. No. 219.065 del C.S. de la Judicatura, de conformidad con el 
memorial poder visible a folio 47 del expediente. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
  
 

 
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

Juez 11 Administrativa de Cali  
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 1189 

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00157-00  
DEMANDANTE: MARIA AMPARO HERNANDEZ MONARD 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y MUNICIPIO DE CALI – 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, corresponde 
al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el día 30 de septiembre 
del 2020, en ejercicio  del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del acto ficto o presunto derivado del 
silencio administrativo negativo configurado con ocasión a la petición elevada ante el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – Municipio de Cali – Secretaría 
de Educación el día 24 de abril de 2019, mediante la cual la demandante solicitó que su 
mesada pensional sea pagada y reajustada anualmente con base a los ordenamientos 
consignados en el numeral 5º del artículo 8º de la Ley 91 de 1989 y en el artículo 1º de 
la Ley 71 de 1988, respectivamente; y consecuencialmente, la devolución de los dineros 
superiores al 5% descontados por concepto de E.P.S. de su mesada pensional, incluidas 
las mesadas pensionales de junio y diciembre y que el ajuste anual de la pensión sea en 
la misma proporción en que se incrementa el salario mínimo legal mensual y no con base 
en al porcentaje del I.P.C., reportado por el DANE. 
 
Es de advertir que en la referida solicitud como pretensión subsidiaria se señaló que en 
el caso de que se considere que la actora se le debe aplicar el régimen establecido en 
la Ley 812 de 2013, se le reintegren debidamente indexados los descuentos a salud del 
12% que se le han venido realizando a las mesadas adicionales de junio y diciembre. 
 

1. Jurisdicción1: Revisada la demanda se tiene que este despacho es competente 
para conocer del asunto, como quiera que el litigio se encuentra originado en un 
acto administrativo expedido por una entidad pública, relativo a la relación legal 
y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de 
los mismos, administrado por una persona de derecho público.   
 

2. Competencia2: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, dado 
que se trata de un asunto de carácter laboral, que no proviene de un contrato de 
trabajo, en la cual se controvierte un acto administrativo cuya cuantía fue 
estimada en diez millones ciento cincuenta y nueve mil cuatrocientos ochenta y 
dos pesos ($10.159.482.oo), la cual no excede de cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes3 , y el último lugar donde se prestaron o 

 
1 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
2 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
3 $43.890.150. 
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debieron prestarse los servicios por parte de la demandante corresponde al 
municipio de Cali (V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad4: Como el asunto versa sobre la legalidad de un 
derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son los descuentos a las 
pensiones y su reajiste, la controversia se suscita frente a un derecho imperativo 
y no frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es exigible la conciliación 
como requisito previo para demandar.  
 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que tratándose de un 
acto producto del silencio negativo de la administración, la demandante bien 
puede acudir directamente a demandar el acto presunto.   
 

4. Caducidad5: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda6:  
 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• El acto administrativo demandado fue individualizado. 

• Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se solicitaron pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones; sin embargo, se requerirá a la parte actora para que si la 
demandante cuenta con correo electrónico lo ponga en conocimiento del 
despacho.  

• El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente envió por 
medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados 
conforme a lo que se observa en la impresión del correo electrónico 
remitido a este despacho, de conformidad con el artículo 6 del Decreto 
806 de 2020. 
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 24 de abril de 2019, 
dirigida a las entidades demandadas, que dio origen al acto administrativo ficto o 
presunto, como resultado del silencio negativo de la administración, visible a 
folios 52 a 55. Igualmente fue presentado con la demanda poder para actuar 
visible a folios 47 y 48, el cual faculta al apoderado, siendo concordante su objeto 
con la demanda. Por otra parte, el poder indica la dirección de correo electrónico 
del apoderado que coincide con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados.  

 
Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales establecidos en 
la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá imprimirle el trámite previsto 
en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las respectivas órdenes según el 
artículo 171 ibídem.  
 
En consecuencia, se DISPONE:  
 
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora MARIA AMPARO HERNANDEZ 
MONARD en contra de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

 
4 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
5 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
6 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES y EL MUNICIPIO DE CALI – 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN, en ejercicio del medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho. 
 

2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico 
para notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 del 
Decreto Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta 
providencia y de la demanda a los siguientes destinatarios:  
 

2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y al MUNICIPIO DE PALMIRA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
(Art.159 C.P.A.C.A), o a quienes éstas hayan delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 
 

            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este Juzgado  
 Administrativo, a quien se le deberá remitir el escrito de demanda y anexos.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la facultad de recibir 
notificaciones judiciales. 

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
y al MUNICIPIO DE CALI – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, al MINISTERIO PÚBLICO 
y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de 
30 días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que 
comenzará a correr conforme se determina en el artículo 199 ibídem modificado por el 
artículo 612 del C.G.P.  

 
3.1. ENVÍESE mensaje a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES, y al MUNICIPIO DE 
CALI – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, al Agente del Ministerio Público y a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado conforme lo dispone el artículo 
199 CPACA modificado por el artículo 612 del C.G.P. 
 

La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 

enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de 

conformidad con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

4. PREVÉNGASE a las entidades accionadas para que con la contestación de la 
demanda le den cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y allegue el 
expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del acto acusado. Lo 
anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los canales digitales habilitados 
por el demandante y el Despacho, teniendo en cuenta lo regulado por el Decreto 806 de 
2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor mediante inserción en el estado, según lo 
dispone el artículo 201 de la Ley 1437 de 2011 y al correo electrónico que se registra en 
la demanda, en los términos del artículo 205 ibídem.  
 
6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fija gastos procesales por 
cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben adelantarse a 
través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales habilitados para efectos 
del proceso. Decreto 806 de 2020. 
 
7. REQUERIR a la parte actora con el fin de que suministre correo electrónico de 
notificaciones de la demandante.  
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8. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado OSCAR GERARDO TORRES 
TRUJILLO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.629.201 de Bogotá D.C. y 
portador de la T.P. No. 219.065 del C.S. de la Judicatura, de conformidad con el 
memorial poder visible a folio 47 a 48 del expediente. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
  

 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 11 Administrativa de Cali  

 

 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA – RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL  

DEL CIRCUITO DE CALI 
 
 

AUTO INTERLOCUTORIO No. 1191 
 
 

Santiago de Cali, veintiséis (26) de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

 
REFERENCIA   : 76001-3333-011-2020-00174-00 
MEDIO DE CONTROL : EJECUTIVO  
EJECUTANTE  : JAVIER DE JESUS MONTOYA VASQUEZ  
EJECUTADO  : DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA 
 
 
El señor JAVIER DE JESUS MONTOYA VASQUEZ a través de apoderado 
judicial, presenta demanda ejecutiva en contra del DEPARTAMENTO DEL VALLE 
DEL CAUCA, con el fin de obtener el cumplimiento a cabalidad de las condenas 
derivadas de la sentencia judicial proferida por el Juzgado Segundo Administrativo 
de Cali (Fls. 12-18). 
 
Según el artículo 297 de la Ley 1437 de 2011, constituyen título ejecutivo:  

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, 
constituyen título ejecutivo: 

1.  Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas 
dinerarias.  […]”  (Se subraya). 

En cuanto a la competencia para conocer de los mismos,  se tiene que el artículo 
152 ibidem, fija la competencia por el factor objetivo de la cuantía, en primera 
instancia de los tribunales administrativos, de aquellos procesos ejecutivos, cuya 
cuantía exceda de mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes; por su parte el artículo 155 numeral 7, dispone que los jueces 
administrativos conocen en primera instancia de los procesos ejecutivos que no 
excedan de la anterior cuantía. 

En lo que atañe al factor territorial, el artículo 156 numeral 9 señala que las 
ejecuciones de las condenas impuestas por la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo o de las obligaciones contenidas en una conciliación aprobada por 
esta jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia 
respectiva. 

Dada la disparidad de criterios de interpretación sobre las normas referenciadas, 
la Sección Segunda del Consejo de Estado1 procedió a unificar su jurisprudencia, 

 
1 Sentencia Consejo de Estado del 25 de julio de 2016. Rad. 11001-03-25-000-2014-01534 00. MP Dr. William Hernández Gomez 
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tomando el criterio de conexidad para definir la competencia en aquellos procesos 
ejecutivos cuyo título base de recaudo es una providencia judicial o una 
conciliación judicial. Al respecto señaló:    
 
 “Es necesario resaltar el efecto útil de la norma, que busca radicar la 
competencia en cabeza del juez que profirió la sentencia, con el fin de garantizar 
la economía procesal, la continuidad, la unidad interpretativa del título, el menor 
desgaste técnico y económico de los sujetos procesales, la celeridad en la 
solución del litigio, así como la realización plena del derecho que se reconoce en 
la sentencia judicial” . 
 
Luego, en un reciente pronunciamiento la Sala Plena de la Sección Tercera2, 
unificó las reglas de competencia para el conocimiento de procesos ejecutivos 
cuyo título de recaudo sea una condena impuesta por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo o una conciliación aprobada por la misma jurisdicción, 
señalando que para tales efectos, se debe aplicar el factor de conexidad como 
prevalente. 
 
Para justificar dicha postura, el alto Tribunal tuvo en cuenta lo dispuesto en el 
numeral 9 del artículo 156, que es norma especial y posterior a lo dispuesto en los 
artículos 152.7 y 155.7, y en consecuencia, de aplicación prevalente; así mismo 
consideró que dicha regla debe interpretarse de manera sistemática con lo 
dispuesto en el artículo 298 del CPACA que si bien establece el procedimiento 
para el cumplimiento de las sentencias, dispuso que sin excepción alguna el juez 
que profirió la sentencia ordenará su cumplimiento inmediato, por lo que de 
manera armónica debe interpretarse que si el juez que profirió la decisión es el 
competente para requerir su cumplimiento a las entidades, asimismo lo será para 
lograr su efectividad a través del proceso ejecutivo, aspecto que además es 
concordante con lo dispuesto en el artículo 306 y 307 del C.G.P. que determinan 
la competencia para la ejecución de providencias y la ejecución contra entidades 
de derecho público.  
 
Así las cosas, de conformidad con el artículo 10 de la Ley 1437 de 20113, 
acogiendo los lineamientos jurisprudenciales planteados en las sentencias de 
unificación jurisprudencial referenciadas y teniendo en cuenta que en el caso sub-
lite el Juzgado Segundo Administrativo de Cali fue quien conoció en primera 
instancia del proceso ordinario que dio origen a la presente ejecución, y profirió la 
sentencia  del 29 de julio de 2014, la cual es el título ejecutivo que sustenta la 
presente demandada, concluye el despacho que aplicando el factor de conexidad 
para determinar la competencia, no es competente para conocer del asunto, 
debiéndose ordenar su remisión al citado despacho judicial de conformidad con el 
artículo 168 del CPACA. 
 
Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado,  

 
RESUELVE: 

 
1. DECLARAR que este Juzgado no es competente para conocer de la presente 
demanda ejecutiva.  
 

 
2 Sentencia del 29 de enero de 2020. C.P. Alberto Montaña Plata 
3 ARTÍCULO 10. DEBER DE APLICACIÓN UNIFORME DE LAS NORMAS Y LA JURISPRUDENCIA. <Artículo 
CONDICIONALMENTE. Al resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones 
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y 
jurídicos. Con este propósito, al adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de 
unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen dichas normas. 
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2. REMITIR la demanda instaurada a través de apoderado judicial por el señor 
JAVIER DE JESUS MONTOYA VASQUEZ en contra del DEPARTAMENTO DEL 
VALLE DEL CAUCA, al Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de Cali.  
 
3. Cancelar su radicación, con las anotaciones respectivas en el sistema Siglo 
XXI. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 

Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020) 
 

                         AUTO INTERLOCUTORIO No. 1192 
                                                                              

 
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00184-00  
DEMANDANTE: HECTOR MOLARES MOLINA 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y SECRETARÍA DE 
EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL VALLE 

MEDIO DE CONTROL:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
 
Ref. Remite por competencia. 
 

I. ASUNTO 
 

En el presente asunto, sería del caso decidir sobre la admisión de la demanda 
en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del acto ficto o presunto derivado 
del silencio administrativo negativo configurado con ocasión a la petición 
elevada ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Departamento del Valle – Secretaría de Educación el día 27 de agosto de 2019, 
mediante la cual el demandante solicitó que su mesada pensional sea pagada y 
reajustada anualmente con base a los ordenamientos consignados en el 
numeral 5º del artículo 8º de la Ley 91 de 1989 y en el artículo 1º de la Ley 71 
de 1988, respectivamente; y consecuencialmente, la devolución de los dineros 
superiores al 5% descontados por concepto de E.P.S. de su mesada pensional, 
incluidas las mesadas pensionales de junio y diciembre y que el ajuste anual de 
la pensión sea en la misma proporción en que se incrementa el salario mínimo 
legal mensual y no con base en al porcentaje del I.P.C., reportado por el DANE, 
de no ser porque se advierte la falta de competencia para conocer del mismo, 
pues de las pruebas aportadas con la demanda se establece con total claridad, 
que la última unidad donde laboró el demandante fue el municipio de 
Caicedonia, el cual no corresponde al circuito judicial de Santiago de Cali. 
 

ANTECEDENTES 

 
Advierte el Despacho, que con la demanda se allegó, aunque ilegible, la 
Resolución No. 695 del 11 de marzo de 2005, mediante la cual se reconoció la 
pensión de jubilación del demandante, de la cual se alcanza observar que el 
último lugar de trabajo del demandante corresponde a la Institución Educativa 
San Isidro del Municipio de Caicedonia-Valle.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El numeral 3 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011 señala:  
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“Competencia por razón del territorio: En los asuntos de nulidad y 
restablecimiento del derecho de carácter laboral se determinará por el 
último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios”. 
(Subrayado fuera del texto original”. 

 
A su vez  el  art. 168 de la norma en cita señala: 
 

“Falta de jurisdicción o de competencia. En caso de falta de jurisdicción 
o de competencia, mediante decisión motivada el Juez ordenará remitir el 
expediente al competente, en caso de que existiere, a la mayor brevedad 
posible. Para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la presentación 

inicial hecha ante la corporación o juzgado que ordena la remisión.” 

 

Conforme a la norma en cita, en los asunto de nulidad y restablecimiento de derechos 

de carácter laboral, la competencia se determina por el último lugar donde se prestó o 

debió prestarse el servicio y en el caso concreto; de tal manera que dado que en el 

caso concreto el demandante prestó sus servicios personales como docente en la 

Institución Educativa San Isidro del municipio de Caicedonia-Valle; le corresponde el 

conocimiento del proceso a los Juzgados Administrativos del Circuito de Cartago, 

según lo establece el Acuerdo No. PCSJA20 11652 del 28 de octubre de 2020; 

siendo ello así, se procederá a la remisión del expediente para lo de su 

competencia, de acuerdo con lo normado en el referido artículo 168 ibidem. 

 

En consecuencia, se DISPONE: 

 

PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia territorial para conocer de la 

demanda promovida por el señor HECTOR MORALES MOLINA en contra la 

NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG y SECRETARÍA DE 

EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DEL VALLE. 

 

SEGUNDO: REMITIR el expediente por intermedio de la Oficina de Apoyo a los 

Juzgados Administrativos del Circuito de Cartago (Reparto), previa cancelación 

de su radicación en los Sistemas de Registro y trámites de compensación 

correspondientes. 

 

NOTIFÍQUESE y CUMPLASE, 

 

 
ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 

Juez 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 1193 

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00186-00  
DEMANDANTE: ROSAURA MURIEL LOPEZ 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG y DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL 
CAUCA – SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. ADMISORIO 
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, 
corresponde al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda radicada el día 2 de 
noviembre del 2020, en ejercicio  del medio de control de NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dirigida a desvirtuar la legalidad del acto ficto 
o presunto derivado del silencio administrativo negativo configurado con ocasión a la 
petición elevada ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – 
Departamento del Valle del Cauca – Secretaría de Educación el día 27 de agosto de 
2019, mediante la cual la demandante solicitó que su mesada pensional sea pagada y 
reajustada anualmente con base a los ordenamientos consignados en el numeral 5º del 
artículo 8º de la Ley 91 de 1989 y en el artículo 1º de la Ley 71 de 1988, 
respectivamente; y consecuencialmente, la devolución de los dineros superiores al 5% 
descontados por concepto de E.P.S. de su mesada pensional, incluidas las mesadas 
pensionales de junio y diciembre y que el ajuste anual de la pensión sea en la misma 
proporción en que se incrementa el salario mínimo legal mensual y no con base en al 
porcentaje del I.P.C., reportado por el DANE. 
 
Es de advertir que en la referida solicitud como pretensión subsidiaria se señaló que en 
el caso de que se considere que la actora se le debe aplicar el régimen establecido en 
la Ley 812 de 2003, se le reintegren debidamente indexados los descuentos a salud 
del 12% que se le han venido realizando a las mesadas adicionales de junio y 
diciembre. 
 
 

1. Jurisdicción1: Revisada la demanda se tiene que este despacho es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se encuentra 
originado en un acto administrativo expedido por una entidad pública, relativo a 
la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 
seguridad social de los mismos, administrado por una persona de derecho 
público.   
 

2. Competencia2: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, 
dado que se trata de un asunto de carácter laboral, que no proviene de un 
contrato de trabajo, en la cual se controvierte un acto administrativo cuya 

 
1 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
2 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
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cuantía fue estimada en treinta y un millones novecientos setenta mil 
seiscientos noventa pesos ($31.970.690.oo), la cual no excede de cincuenta 
(50) salarios mínimos legales mensuales vigentes3 , y el último lugar donde se 
prestaron o debieron prestarse los servicios por parte de la demandante 
corresponde al municipio de Candelaria (V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad4: Como el asunto versa sobre la legalidad de un 
derecho laboral, de carácter cierto e indiscutible como son los descuentos y 
reajuste a las pensiones, la controversia se suscita frente a un derecho 
imperativo y no frente a uno de carácter dispositivo, por lo que no le es exigible 
la conciliación como requisito previo para demandar.  
 
Respecto al requisito de procedibilidad de agotar previamente el recurso 
obligatorio frente al acto demandado, el despacho advierte que tratándose de 
un acto producto del silencio negativo de la administración, la demandante bien 
puede acudir directamente a demandar el acto presunto.   
 

4. Caducidad5: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda6:  
 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• El acto administrativo demandado fue individualizado. 

• Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se solicitaron pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones; sin embargo, se requerirá a la parte actora para que si la 
demandante cuenta con correo electrónico lo ponga en conocimiento del 
despacho.  

• El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente envió por 
medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados 
conforme a lo que se observa en la impresión del correo electrónico 
remitido a este despacho, de conformidad con el artículo 6 del Decreto 
806 de 2020. 
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 27 de agosto de 2019, 
dirigida a las entidades demandadas, que dio origen al acto administrativo ficto 
o presunto, como resultado del silencio negativo de la administración, visible a 
folios 52 a 56. Igualmente fue presentado con la demanda poder para actuar 
visible a folios 47 y 48, el cual faculta al apoderado, siendo concordante su 
objeto con la demanda. Por otra parte, el poder indica la dirección de correo 
electrónico del apoderado que coincide con la inscrita en el Registro Nacional 
de Abogados.  
 

Así las cosas, en razón a que la demanda reúne los requisitos formales establecidos 
en la Ley, el Despacho procederá a su admisión, y dispondrá imprimirle el trámite 
previsto en los artículos 179 y ss del C.P.A.C.A, y a emitir las respectivas órdenes 
según el artículo 171 ibídem. 
  

 
3 $43.890.150. 
4 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
5 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
6 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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En consecuencia, se DISPONE:  
 
 
1. ADMITIR la demanda instaurada por la señora ROSAURA MURIEL LOPEZ en contra 
de LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES y EL DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA – 
SECRETARIA DE EDUCACIÓN, en ejercicio del medio de control de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho. 
 
2. NOTIFICAR personalmente mediante mensaje dirigido al buzón electrónico para 
notificaciones judiciales en la forma y términos indicados en el artículo  8 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020, mensaje que contendrá copia de esta providencia y de la 
demanda a los siguientes destinatarios:  

 
2.1. A los representantes de las entidades demandadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y al DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA – SECRETARIA 
DE EDUCACIÓN (Art.159 C.P.A.C.A), o a quienes éstas hayan delegado la 
facultad de recibir notificaciones judiciales. 
 

            2.2. Al   Agente   del   MINISTERIO   PÚBLICO   delegado ante este Juzgado  
 Administrativo, a quien se le deberá remitir el escrito de demanda y anexos.    

 
2.3. Al Director de la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA JURÍDICA DEL 
ESTADO (Art.159 C.P.A.C.A), o a quien éste haya delegado la facultad de 
recibir notificaciones judiciales. 

 
3. CORRER traslado de la demanda a las entidades accionadas LA NACIÓN – 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES y al DEPARTAMENTO DEL VALLE DEL CAUCA – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN, al MINISTERIO PÚBLICO y a la AGENCIA NACIONAL DE DEFENSA 
JURÍDICA DEL ESTADO, por el término de 30 días, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 172 del C.P.A.C.A, plazo que comenzará a correr conforme se determina 
en el artículo 199 ibídem modificado por el artículo 612 del C.G.P.  

 
3.1. ENVÍESE mensaje a LA NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES, y al DEPARTAMENTO 
DEL VALLE DEL CAUCA – SECRETARIA DE EDUCACIÓN, al Agente del 
Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado 
conforme lo dispone el artículo 199 CPACA modificado por el artículo 612 del 
C.G.P. 

La copia de la demanda y los anexos que deban entregarse para el traslado se 

enviarán por Secretaría por el medio señalado en el numeral anterior, de conformidad 

con el artículo 8 del Decreto Legislativo 806 de 2020. 

4. PREVÉNGASE a las entidades accionadas para que con la contestación de la 
demanda le den cumplimiento al parágrafo 1 del artículo 175 del C.P.A.C.A, y allegue 
el expediente administrativo completo que contenga los antecedentes del acto 
acusado. Lo anterior deberá remitirse a través de mensaje de datos a los canales 
digitales habilitados por el demandante y el Despacho, teniendo en cuenta lo regulado 
por el Decreto 806 de 2020 
 
5. Notifíquese el presente proveído al actor mediante inserción en el estado, según lo 
dispone el artículo 201 de la Ley 1437 de 2011 y al correo electrónico que se registra 
en la demanda, en los términos del artículo 205 ibídem.  
 
6. GASTOS PROCESALES El Despacho se abstiene de fija gastos procesales por 
cuanto todas las diligencias dentro del presente medio de control deben adelantarse a 
través de los diferentes medios tecnológicos y canales digitales habilitados para 
efectos del proceso. Decreto 806 de 2020. 
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7. REQUERIR a la parte actora con el fin de que suministre correo electrónico de 
notificaciones de la demandante.  
 
8. RECONOCER PERSONERIA para actuar al abogado OSCAR GERARDO TORRES 
TRUJILLO, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.629.201 de Bogotá D.C. y 
portador de la T.P. No. 219.065 del C.S. de la Judicatura, de conformidad con el 
memorial poder visible a folio 47 del expediente. 
 
 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
  
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 11 Administrativa de Cali  

 
 

 



REPÚBLICA DE COLOMBIA 

  
JUZGADO ONCE ADMINISTRATIVO ORAL 

Circuito Judicial de Santiago de Cali  
 
 

Santiago de Cali, 30 de noviembre de dos mil veinte (2020). 
 

 
                             AUTO INTERLOCUTORIO No. 1193 

                                                                              
PROCESO No.   76001-33-33-011-2020-00187-00  
DEMANDANTE: ORLANDO CUNDUMI TELLO 
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN - FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO – FOMAG  

MEDIO DE CONTROL:      NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO                              
 
REF. INADMISORIO 
 

I. ASUNTO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 171 de la Ley 1437 de 2011, 
corresponde al Despacho decidir sobre la admisión de la demanda en ejercicio  del 
medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, dirigida a 
desvirtuar la legalidad del acto ficto o presunto derivado del silencio administrativo 
negativo configurado con ocasión a la petición elevada ante el Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio el día 11 de octubre de 2019, mediante la cual el 
demandante solicitó el pago de la sanción mora establecida en la Ley 244 de 1995 y 
Ley 1071 de 2006, equivalente a un (1) día de salario por cada día de retardo, 
contados desde los sesenta y cinco (65) días hábiles después de haber radicado la 
solicitud de la cesantía parcial hasta cuando se hizo efectivo el pago.  
 
Procede el Despacho a efectuar el estudio de la demanda, para disponer su 
inadmisión, teniendo en cuenta lo siguiente: 
 
 

1. Jurisdicción1: Revisada la demanda se tiene que este despacho es 
competente para conocer del asunto, como quiera que el litigio se encuentra 
originado en un acto administrativo expedido por una entidad pública, relativo a 
la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la 
seguridad social de los mismos, administrado por una persona de derecho 
público.   
 

2. Competencia2: Igualmente, se considera que este juzgado es competente, 
dado que se trata de un asunto de carácter laboral, que no proviene de un 
contrato de trabajo, en la cual se controvierte un acto administrativo cuya 
cuantía fue estimada en treinta millones novecientos mil seiscientos noventa y 
siete pesos ($30.900.697.oo), la cual no excede de cincuenta (50) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes3 , y el lugar donde se presta el servicio el 
demandante corresponde al municipio de Cali (V).  
 

3. Requisitos de procedibilidad4: Toda vez que se trata de un asunto conciliable, 
es necesario agotar la conciliación extrajudicial como requisito de 
procedibilidad; sin embargo, pese a que en el escrito de demanda se señala 

 
1 Art. 104, Ley 1437 de 2011. 
2 Num. 2, Art. 155 y Num. 3, Art. 156 Ley  1437 de 2011. 
3 $43.890.150. 
4 Art. 161, ley 1437 de 2011.  
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que se anexa el acta de conciliación extrajudicial, dicho documento no obra 
dentro de los anexos de la demanda. 
 
Respecto al requisito de agotar previamente el recurso obligatorio frente al acto 
demandado, el despacho advierte que tratándose de un acto producto del 
silencio negativo de la administración, el demandante bien puede acudir 
directamente a demandar el acto presunto.   
 

4. Caducidad5: En consideración a que el conflicto se origina en un acto 
administrativo producto del silencio administrativo, la demanda puede ser 
presentada en cualquier tiempo.  
 

5. Requisitos de la demanda6:  
 

• La demanda cumple con la designación de las partes y sus 
representantes. 

• Las pretensiones son congruentes con el tipo de medio de control. 

• El acto administrativo demandado fue individualizado. 

• Existe una relación adecuada de los hechos y/o omisiones que 
fundamentan la demanda (determinados, clasificados y numerados). 

• Se indicaron las normas violadas y el concepto de violación. 

• Se solicitaron pruebas. 

• Se realizó una estimación razonada de la cuantía. 

• Se estableció la dirección de las partes y del apoderado donde recibirán 
notificaciones.   

• NO se anexo el acta de conciliación extrajudicial realizada ante la 
Procuraduría. 

• NO se acredita el envío simultáneo por medio electrónico de la copia de 
la demanda y de sus anexos a los demandados. 

• En el poder NO se indica expresamente la dirección de correo 
electrónico de la apoderada que deberá coincidir con la inscrita en el 
Registro Nacional de Abogados. (Art. 5 Decreto 806 de 2020) 
 

6. Anexos: Se allegó con la demanda la solicitud de fecha 11 de octubre de 2019, 
dirigida a la entidad demandada, que dio origen al acto administrativo ficto o 
presunto, como resultado del silencio negativo de la administración, visible a 
folios 25 y 26. Igualmente fue presentado con la demanda poder para actuar 
visible a folios 15 y 16, el cual faculta a la apoderada, siendo concordante su 
objeto con la demanda; sin embargo, como se advirtió no se indica el correo 
electrónico.  
 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en los artículos 170 del CPACA, se procederá 
a inadmitir la demanda advirtiendo que el demandante deberá: 

 
1. Acreditar en debida forma que se agotó la conciliación extrajudicial ante la 
Procuraduría como requisito de procedibilidad. 
 
2. Acreditar el envío por medio electrónico de la copia de la demanda y de sus anexos 
a los demandados. 
 
3. Indicar expresamente en el poder, la dirección de correo electrónico del apoderado 
la cual deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 
  
En consecuencia, se DISPONE:  
 
1. INADMITIR la presente demanda instaurada por el señor ORLANDO CUNDUMI 
TELLO contra de LA NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO NACIONAL 

 
5 Art. 164, Ley 1437 de 2011. 
6 Art. 162 conocordantes con los artículos 159, 163,165,166 y 167 de la Ley 1437 de 2011.  
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DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a fin de que se subsanen los 
defectos de que adolece la misma. Se le concede para ello el término de diez (10) días 
so pena de rechazar la demanda (art. 170 CPACA). 
 
2. DEBERÁ la parte actora aportar la corrección de manera electrónica conforme lo 
establece el Decreto 806 de 2020, dentro del término concedido la cual será anexada 
al expediente digital. 
 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE, 
 
  
 
 

ANGELA SOLEDAD JARAMILLO MENDEZ 
Juez 11 Administrativa de Cali  

 
 

 


